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A los colombianos valientes que no ceden ante la adversidad 
y en medio de ella deciden hacer lo correcto.









Prólogo


La amenaza a la democracia que se vivió en Colombia durante los paros, bloqueos y vandalismo, ocurridos en mayo del 2021, ha sido uno de los mayores desafíos para la fuerza pública. En aquellos dramáticos momentos fueron intimidadas la institucionalidad, la economía y el bienestar de la sociedad colombiana. El país afrontó una serie de protestas que buscaban manifestar inconformidad social, pero lo que había detrás era el propósito político de deslegitimar al gobierno, desestabilizar la nación y afectar a la fuerza pública.


Como ministro de Defensa de entonces me correspondió afrontar esa época de turbulencia social y conflicto. Mucho se ha dicho respecto a qué sucedió en ese tiempo aciago, los efectos que tuvo sobre la economía nacional, el aumento de la conflictividad y quién estuvo detrás de esos actos.


Las manifestaciones, que se tornaron violentas, sucedieron entre 2018 y 2021 no solo en Colombia sino en varios lugares de Latinoamérica. Iniciaron en Chile con el incremento de la tarifa del metro y derivaron en graves destrozos y la convocatoria de una Asamblea Constituyente. Siguieron en Ecuador, con manifestaciones y también hechos de violencia que generaron inestabilidad política. Continuaron en Colombia con un paro que significó destrucción de establecimientos públicos, de comercio, bloqueo de vías y ataques a la Policía.


La verdad es que estas son escenas de una misma obra con un solo libreto. Una amenaza de desestabilización institucional con propósitos electorales y políticos. En todas ellas hubo, inicialmente, causas de descontento social avivadas por redes sociales que llevaron a los ciudadanos a las calles a protestar, muchos de ellos –diría que la mayoría– con un verdadero sentimiento 
de indignación. No obstante, en la trastienda hubo grupos preparados y entrenados para generar violencia, como sucedió con la Primera Línea, que por primera vez apareció en Colombia.


En este libro quiero dejar un testimonio histórico de cómo desde el Ministerio de Defensa y con nuestros soldados y policías se actuó para proteger a los colombianos, para controlar la amenaza institucional y desbloquear la democracia que estaba bajo acecho.


Fueron tres escenas de una misma obra: las protestas de noviembre de 2019, las movilizaciones del 9 de septiembre de 2020 y el paro de mayo de 2021. Este último dejó más de 1.700 civiles y 1.800 policías heridos y más de diez billones de pesos en pérdidas económicas.


Colombia estuvo bajo amenaza y nuevamente sus Fuerzas Militares y de Policía lograron proteger a los ciudadanos y a las instituciones. Fueron múltiples las estrategias puestas en marcha por la oposición al presidente Iván Duque para atentar en todos esos eventos contra la legitimidad del gobierno; pero también fueron atacadas sistemáticamente entidades comerciales, bancos y medios de comunicación, lo mismo que sedes gubernamentales como alcaldías, casas de Justicia y otros organismos clave para el funcionamiento de diversas regiones del país.


Durante ese periodo quedó claro que miles de colombianos tenían inquietudes sociales válidas y las manifestaron pacíficamente. 
A todos ellos se les garantizó el derecho a protestar y se les acompañó; inclusive el gobierno abrió espacios de participación y diálogo. Otros millones de colombianos que no participaron en las protestas se vieron afectados severamente en su derecho a la movilidad y al trabajo; muchos tuvieron que caminar durante horas para llegar a sus empleos o a sus hogares. A ellos la fuerza pública también los protegió y defendió. Pero hubo grupos pequeños, ruidosos y violentos, como los de la Primera Línea, que cometieron delitos de homicidio, tortura, secuestro y daños a bienes públicos y privados. A muchos de ellos se les capturó y judicializó.


A lo largo de este relato quedará en evidencia la manera como actuó la fuerza pública para controlar la violencia desatada y para desbloquear más de mil puntos de cierres. También describiré las dificultades que vivimos para trabajar con alcaldes débiles, como los de Cali, Buenaventura y Bogotá, que hicieron muy poco para proteger sus ciudades, y cómo –en muchos casos– los grupos armados ilegales como el ELN y las disidencias de las Farc estuvieron detrás, financiando y promoviendo la violencia.


Por si fuera poco, a partir de noticias falsas en redes sociales y con la injerencia de Rusia y Venezuela, en cuestión de horas se quiso convertir a Colombia en un país paria a nivel internacional. Para hacerlo crearon tendencias que incitaban a la violencia y a la manipulación social. Fueron retos nuevos que afrontamos con decisión y contundencia.


Igualmente, quedará en evidencia que la llamada Primera Línea fue un invento de una oscura organización que tenía relaciones con ciertos integrantes del Pacto Histórico, terroristas y narcotraficantes, cuyo propósito no era la obtención de reivindicaciones sociales sino generar caos e inestabilidad para permitir la materialización de un propósito político superior.


La Policía estuvo bajo amenaza y fue objetivo fundamental de esa conspiración que buscaba debilitarla, pero fue capaz de transformarse y proyectarse hacia el futuro, y por eso hoy requiere del respaldo de toda la sociedad colombiana.


Al final, nuestros policías y soldados volvieron a ser héroes porque supieron proteger la protesta pacífica, controlar el vandalismo, desbloquear las carreteras y restaurar la dinámica social y económica de un país golpeado por la pandemia.


Con el compromiso de todo el equipo de gobierno y la fuerza pública, esta amenaza fue enfrentada con decisión para proteger a los que no marcharon, dialogar con quienes tenían un verdadero y genuino interés social y continuar con un programa de gobierno que, además, requería seguir invirtiendo para garantizar la salud y la recuperación económica después de la pandemia del covid-19.


Finalmente, esta alteración también se presentaría en las elecciones presidenciales de 2022 con sucesivos paros armados de grupos ilegales como el ELN y el Clan del Golfo y la amenaza de bloqueos por parte de la Primera Línea. Por fortuna, la implementación del Plan Democracia garantizó que las elecciones fuesen libres.


Colombia estuvo bajo amenaza, pero prevalecieron el Estado de derecho y la democracia. Sin embargo, la desestabilización sí logró el propósito de facilitar el triunfo de la oposición en las elecciones. Ahora corresponde reinventarse a la derecha, a todos aquellos que hoy percibimos que nuestra democracia está en riesgo.


DIEGO MOLAN O APONTE









CAPÍTULO 1
 Tres actos de una misma obra


Hice parte del equipo de gobierno del presidente Iván Duque y como tal enfrentamos una de las mayores amenazas a las instituciones democráticas que buscaban desestabilizar al gobierno y amedrentar al país. En paralelo, el covid-19 también significó un grave riesgo para el sistema de salud y la economía nacional.


En nuestra condición de servidores públicos, estos hechos significaron para todos nosotros el mayor desafío profesional de nuestras vidas.


Lo normal en un gobierno es que avance en la agenda con la que ganó las elecciones y que de la mano del Plan de Desarrollo haga realidad los programas que se propuso para bienestar de la sociedad. Pero los bloqueos y la pandemia ocurrieron en forma intempestiva y alteraron irremediablemente las prioridades. Pusieron a prueba la capacidad, el liderazgo y la fortaleza de todas las instituciones, del gobierno y de su equipo de líderes. Al final, y a pesar de las múltiples dificultades, salimos adelante.


Cuando alguna vez me preguntaron cuál fue el mayor desafío que tuve al frente como funcionario y como ministro de Defensa, contesté sin titubeos: “El vandalismo y los bloqueos de abril del 2021 en los que el país se jugó la democracia. Lo que enfrentamos fue una de las mayores amenazas a la institucionalidad y a la democracia colombiana en este siglo XXI”. Por eso, esta es una historia que Colombia debe y merece conocer.


Conocí a Iván Duque en 2009 cuando yo estaba al frente del Departamento de Acción Social de la Presidencia de la República y él trabajaba en Washington para el Banco Interamericano de Desarrollo, BID.


En mi condición de director de Acción Social participé activamente en la elaboración, presentación, discusión y aprobación de la Ley de Víctimas en el Congreso de la República. Culminaba así más de una década de trabajo con familias desplazadas, perjudicadas por atentados terroristas, y discusiones de fondo con la Corte Constitucional sobre cómo garantizar los derechos de las víctimas del conflicto.


La ley aprobó la creación de la Unidad de Víctimas y desde Acción Social trabajaríamos en la implementación y reglamentación de esta. En una de esas discusiones le dije al secretario general de Presidencia, Juan Carlos Pinzón, que deberíamos nombrar rápido a un director de esa nueva entidad. Después de alguna deliberación concluimos que uno de los mejores perfiles para cumplir esa tarea lo tenía Iván Duque. La idea sonó y recibí el encargo de hacerle la propuesta.


Recuerdo que lo llamé, le expliqué las funciones y los grandes retos que debía enfrentar al asumir dicho cargo, así como lo que significaba para el país la institución que apenas nacía.


—Déjeme lo pienso —respondió.


Al día siguiente volvimos a hablar y me explicó que pese a la gran oportunidad de servicio que implicaba el cargo, debía continuar sus labores en Washington porque tenía una larga agenda pendiente.


Nos mantuvimos en contacto, hablábamos de vez en cuando. Solía llamarlo para consultarle diferentes temas y escuchar sus opiniones y consejos. Transcurrió el tiempo y cuando él llegó al equipo programático de la campaña presidencial de Óscar Iván Zuluaga, yo estaba ahí también. Desde entonces construimos una muy buena relación y pasábamos tiempo conversando sobre los temas del país.


Cuando él fue elegido senador en 2014, seguimos profundizando en el debate sobre temas del país y en especial de los sociales. Teníamos profundas discusiones ideológicas sobre el papel del centro, de la izquierda y de la derecha, y sobre la democracia y la negociación que avanzaba con las Farc en La Habana.


En un foro sobre la posición del Centro Democrático frente al plebiscito de 2016, el senador Duque propuso votar por el NO; una posición que compartí. El tema generó una discusión muy intensa al interior del partido para determinar si se votaría a favor o en contra del Acuerdo de La Habana.


Al principio muchos propusieron abstenerse de participar en el plebiscito. Primero, porque consideraban que la aprobación de esa consulta popular por la bancada oficialista en el Congreso había estado llena de vicios. Segundo, porque existía la creencia de que en términos políticos sería un error hacer campaña por el NO, toda vez que podrían tildar al partido de enemigo de la paz. En realidad, se estaba en desacuerdo con la impunidad que generaba el acuerdo de paz y con la falta de garantías para la fuerza pública.


En una de aquellas discusiones, defendimos de frente la opción de irse por el NO porque según su parecer no había que temerle a cómo nos tildara el oficialismo, pues siempre nos considerarían enemigos de la paz. Consideramos que la ciudadanía debía manifestarse abiertamente contra el proceso, así el plebiscito hubiera sido aprobado de manera espuria.


Duque como senador y yo como concejal de Bogotá, en aquel momento, trabajamos hombro con hombro y abordamos desde el punto de vista teórico y conceptual dos temas que tiempo después se hicieron realidad para los colombianos en el gobierno: crear un ingreso básico para eliminar la pobreza extrema y establecer en la educación superior la matrícula gratuita para los jóvenes más vulnerables. Así fue. La matrícula gratuita en educación superior quedó materializada en primer lugar con el programa Generación E que benefició a 247.000 estudiantes y posteriormente con la Matrícula Cero en favor de más de 700.000 alumnos. Esta fue una promesa de campaña que cumplió en su gobierno y la convirtió, además, en política de Estado. Igualmente, el Ingreso Solidario, que es la renta mínima colombiana, fue un salvavidas para los más pobres en medio de la pandemia al llegar a más de tres millones de familias.


Todo esto nos llevó a tener siempre una muy buena comunicación basada en el trabajo, en el análisis de propuestas y en la discusión de ideas de futuro para Colombia.


Cuando Gustavo Petro perdió las elecciones a la Presidencia en 2018, anunció que se dedicaría a sacar a la gente a las calles y advirtió sobre nuevas manifestaciones y jornadas de protesta, como las que había realizado luego de que la Procuraduría lo sancionara cuando era alcalde de Bogotá.


A partir de ahí empezaron a estallar las manifestaciones violentas que dejaron a miles de ciudadanos sin transporte público, caminando a la intemperie largas horas para llegar a sus casas o sitios de trabajo. En ese momento ya se evidenciaron ataques contra la Policía y yo empecé a comprender que algo grave estaba ocurriendo.


Por eso debo referirme a este contexto, y es que los bogotanos tienen que recordar que la destrucción de Transmilenio no comenzó el 21 de noviembre de 2019. Los destrozos de bienes públicos y privados por actos vandálicos los comenzamos a ver a finales de 2018 y comienzos de 2019, pocos meses después de empezar el gobierno del presidente Duque.


Desde mi curul en el Concejo de Bogotá condené el uso de la violencia en la manifestación que, por naturaleza, debe ser pacífica para que sea válida. No solo porque así lo establece la Constitución y porque respeto vehementemente este mecanismo como un elemento fundamental de la democracia.


La protesta busca llamar la atención de los gobiernos frente a diferentes problemáticas o mostrar el inconformismo por algunas políticas, pero si en ellas ocurren disturbios, comercios afectados, calles destruidas y policías atacados, lo que queda registrado no es el motivo de la manifestación sino su violencia y, de esta forma, se desnaturaliza su función. La crítica fortalece la democracia, pero la destruye la devastación de bienes públicos y privados.


Me duele mucho la destrucción del transporte público porque afecta a las familias más vulnerables y porque se arruinan las obras e inversiones que han costado mucho construir y mantener. Sobre esto hablé muchas veces con el presidente Duque.


En las marchas que vendrían meses después y a manera de sátira, lancé la propuesta de crear una especie de ‘protestódromo’, que ironizaba sobre la necesidad de construir un lugar donde la ciudadanía pudiera dar rienda suelta a sus emociones de odio y destruir infraestructuras de icopor, así como lanzar objetos hacia maniquíes. De esa manera, dije, no destruirían el comercio, el transporte público y no atacarían a los policías. Tiempo después mis contradictores utilizarían fuera de contexto esa sátira para afirmar que, en efecto, mi propuesta era real, y que de verdad abogaba para que hubiera un sitio como ese en las ciudades.


En 2019, y tras meditarlo por largo tiempo, decidí no postular mi nombre para reelegirme en el Concejo de Bogotá. Entonces el presidente Duque me invitó a trabajar en su gobierno como director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, Dapre. Este cargo era conocido por su cercanía con el jefe del Estado. Bajo otras presidencias esa posición fue ocupada por importantes personalidades como Néstor Humberto Martínez, María Lorena Gutiérrez y Aurelio Iragorri Valencia, entre otros.


Ya en el Dapre tuve como primera tarea revisar cómo nos íbamos a preparar para responder al paro nacional anunciado para el 21 de noviembre de ese año. Con este encargo me inauguró el presidente.


Cuando llegué a la Casa de Nariño a asumir el puesto pude percibir que en el gobierno había una gran preocupación por lo que acababa de pasar en Chile y por lo que podría suceder en Colombia. En Chile el aumento en las tarifas del metro disparó todo un espiral de violencia que se prolongó casi por dos meses seguidos, y aquí había algo parecido en gestación. En Colombia no se había producido ningún aumento de tarifas, pero sí era perceptible el mismo patrón de lo que yo he llamado “Tres actos, una misma obra”.


La idea de esa mezcla de actores era generar malestar social con una estructura básica de movilización que ya había sido creada, adoctrinada y que, en últimas, lo que pretendía era generar destrucción.


Por una razón fundamental decidí escribir este libro: porque estoy convencido de que Colombia vivió una amenaza muy grave de grupos desestabilizadores que buscaban apalancar un proyecto político que les permitiera llegar a la Presidencia. Quienes estaban detrás de esas amenazas, que hacen parte de diversos sectores que se interconectan no de manera espontánea, lo que buscaban era generar un clima de caos e inestabilidad institucional que, dentro del descontento, les abriera el camino para llegar al poder y beneficiarse de un nuevo estado de cosas en detrimento de nuestra democracia, como lamentablemente ha ocurrido en diferentes países de Latinoamérica.


Al recordar los sucesos que ocurrieron en 2019, 2020 y 2021, debo decir que el caos era el tema principal de los tres actos de la misma obra.


Primer acto


Comenzó con el paro del 21 de noviembre de 2019, cuando el presidente Duque llevaba quince meses en la Casa de Nariño.


Este primer acto empezó cuando se quisieron conectar un buen número de temas que afectaban a sectores específicos con asuntos generales del país. Al mismo tiempo se dedicaron a achacarle al presidente Duque la existencia de problemas históricos y estructurales de Colombia, los mismos que, precisamente, su gobierno tenía en su agenda para buscarles solución.


A manera de ejemplo, las diferentes medidas que adoptaba el presidente para mejorar la economía y el empleo eran descalificadas con frases como “El paquete de Duque” o “El paquetazo de Duque”. Esos mismos desinformadores empezaron a decir que “Duque viene con una reforma pensional”, pero no había tal reforma. Lo que buscaban con este mensaje era agitar a los pensionados. Luego dijeron: “Duque quiere privatizar los fondos de pensiones”, y también era falso. Con frases como: “Con el piso mínimo social lo que Duque quiere hacer es acabar el salario mínimo legal”, enardecían a los trabajadores. Su intención era exacerbar los ánimos. Y para involucrar a los jóvenes en el descontento dijeron que el gobierno había incumplido todos los acuerdos con los estudiantes. Más adelante lo acusaron de antiambientalista porque, supuestamente, quería matar a los tiburones a propósito de la firma de un decreto sobre el tema; y que deseaba acabar con los páramos porque había surgido la discusión alrededor de hacer una nueva delimitación para el páramo de Santurbán en Santander.


También entró en la discusión la Reforma Tributaria o Ley de Crecimiento aprobada en 2018 que se había caído por decisión de la Corte Constitucional y, por consiguiente, había que tramitarla de nuevo. En ese menú entró también el supuesto incumplimiento del Pacto Contra la Corrupción.


Como si se tratara de una cascada, de un momento a otro algunos dirigentes de la oposición empezaron a proponer siete puntos que estaban sobre la mesa de discusión nacional.


En cada uno de los tres actos de la obra he identificado una serie de patrones que se repiten. El primero es señalar temas sensibles, elaborar mentiras, difundirlas, generar malestar social y rabia en la población. Por ese camino se llega a la destrucción. Al calor de esa estrategia surgieron las movilizaciones y el denominado paro, pero también las acciones barriales que tocaron a los jóvenes. Fue lo que ocurrió en Cali, donde en ese 21 de noviembre de 2019 salieron a hacer destrozos todavía más graves y el alcalde Maurice Hermitage tuvo que imponer el toque de queda. Ese mismo día en Bogotá incendiaron a Suba, donde también hubo que decretar el toque de queda al día siguiente; la medida funcionó muy bien.


Se produjo también un cacerolazo que no había sido una práctica usual en las protestas en Colombia. Ese día llevaba un mes trabajando en la Presidencia de la República y nos habíamos preparado para enfrentar una situación muy dura. Sabíamos de la capacidad que tenían para generar caos, y se tomaron medidas necesarias para garantizar la tranquilidad de los colombianos. Esa mañana, temprano, el presidente fue a dar una charla en la Cámara de Comercio de Bogotá, y cada uno de los ministros sabía qué tenía que hacer. Teníamos un plan.


Recuerdo que salimos de la Cámara de Comercio para el Centro de Estudios Superiores de la Policía Nacional, donde estaría instalado el Puesto de Mando Unificado, PMU, y al que llegarían los diferentes ministros. En determinado momento también acudiría el presidente. Los integrantes del equipo de gobierno que acompañábamos al jefe del Estado salimos en una camioneta tipo van y de pronto, cuando bajábamos por la avenida Suba hacia la avenida Boyacá, nos topamos con la aglomeración de manifestantes caminando de frente hacia nosotros. Todos quedamos fríos, en silencio. Se nos venían encima. Decenas de personas pasaban a nuestro lado, gritaban arengas contra el presidente Duque y el gobierno, y nosotros callados. Al conductor se le ocurrió pitar como si estuviera haciendo eco de los gritos de los manifestantes, y así nos dejaron pasar. Nadie supo que ahí iba medio gabinete.


Durante el día se llevaron a cabo diferentes concentraciones en las calles, a las cuales acudieron miles de personas. La jornada transcurrió en relativa calma hasta que empezó a anochecer. La gran mayoría de los ciudadanos había llegado a sus hogares, pero empezaron a presentarse disturbios en Cali y en la localidad de Suba, en Bogotá, donde algunos encapuchados se dedicaron a incendiar neumáticos en las calles y a enfrentar a la Policía.


Recuerdo que en algún momento un asesor me comentó que en varias zonas de la ciudad estaban haciendo sonar cacerolas en protesta por la violencia que opacaba la magnitud del paro. Momentos después, Gustavo Petro y Gustavo Bolívar 
trinaron diciendo que el cacerolazo era en rechazo al gobierno Duque y, a medida que iba creciendo el ruido se iba propagando la noticia de que ese era su objetivo.


En Colombia los cacerolazos eran poco comunes. Esa forma de protesta era utilizada particularmente en Venezuela. Solo tengo presente un cacerolazo en tiempos del gobierno Samper por allá en los años 1990. De cuando en cuando la oposición convocaba cacerolazos en un intento por repetir los de noviembre de 2019, pero no tuvieron eco.


En el Puesto de Mando Unificado y mientras hacíamos seguimiento a las acciones de la fuerza pública para disolver los focos de vandalismo y violencia en diferentes puntos de la ciudad, empezaron a generarse diferentes discusiones sobre qué debía hacerse frente al nuevo panorama político. Nadie podía negar la magnitud de esa manifestación, una de las más grandes de los últimos años, superada solo por el paro agrario en tiempos de Juan Manuel Santos.


Por un lado, algunos sectores radicales sugerían que no debería iniciarse un diálogo con líderes de las manifestaciones porque se podría ver como debilidad, y otros decíamos que había que hacer algo para conocer el origen del descontento de un sector de los ciudadanos.


Aunque los organizadores de las protestas dieron a conocer su pliego de siete puntos como el motivo del descontento 
–muchos basados en noticias falsas–, la realidad evidenciaba que detrás del pliego, más allá de los organizadores, sí existía un descontento real de una parte de la población.


Para tratar de entender lo que sucedía y los motivos del enfado, surgió el ejercicio de la Conversación Nacional. Una figura que prevaleció para comprender las preocupaciones y propuestas de los sectores sociales, así como para profundizar en los motivos de la insatisfacción con el propósito de ajustar lo que se tuviera que ajustar, fortalecer las políticas que iban en camino correcto o crear nuevas.


Siento que reaccionamos muy rápido. Al día siguiente ya estaban esbozadas las reglas de la Conversación Nacional. Convocamos al Palacio de Nariño al Comité del Paro –que se había tomado la vocería de las manifestaciones– para conocer sus propuestas y explicarle la metodología del nuevo espacio de participación ciudadana que estaba creando el gobierno, y del cual se esperaba la participación de académicos, expertos, organizaciones sociales, partidos políticos y ciudadanía en general.


Sin embargo, y para nuestra sorpresa, los delegados de los manifestantes se negaron a plantear sus pretensiones con el argumento de que el diálogo debía ser principalmente con ellos y no con otros sectores. Insistimos en hablar con toda la sociedad porque no había razón para que el gobierno dialogara en forma fragmentada. Fue un veto inaceptable.


Finalmente, los miembros del Comité del Paro rechazaron la posición del gobierno y acto seguido convocaron nuevas concentraciones. Nosotros continuamos la Conversación Nacional sin ellos y con otros protagonistas de la vida nacional. En la agenda de diálogo incluimos cinco grandes temas que identificamos como los que podrían estar afectando a los colombianos y sobre los cuales versaría el ejercicio: jóvenes, medioambiente, crecimiento económico, paz con legalidad y transparencia, y lucha contra la corrupción.


La metodología era sencilla. Se creó una mesa que denominamos “Nacional” frente a cada una de las temáticas, compuesta por expertos y ciudadanos interesados en la materia, que se reunían periódicamente para abordar los diferentes elementos que componían la problemática. Luego se priorizaban los principales para, finalmente, analizarlos en detalle y realizar propuestas que solucionaran la problemática abordada. Un ejemplo de esto fue la Mesa de Juventud en la que los participantes plantearon un amplio universo de temas que los afectaban y luego ellos mismos priorizaron los principales y construyeron propuestas.


Por otro lado, tuvimos las mesas denominadas “Regionales”, que se desarrollaron en las capitales departamentales donde hubo manifestaciones. Mediante una metodología creativa, los partícipes realizaron diagnósticos de los principales problemas que aquejaban sus regiones y formularon propuestas para solucionarlos. Así las cosas, se invitaba a los miembros de la academia del territorio donde se realizaría la reunión, así como a reconocidos líderes sociales, a miembros del sector empresarial y político, y los ciudadanos que desearan asistir podían registrarse por internet.


Todo este proceso lo relatamos al Congreso en el informe que anualmente debíamos enviar:




Le apostamos a un espacio de conversación directa, abierta y participativa con diferentes sectores sociales, económicos y políticos, encaminada a cerrar brechas, generar movilidad social y obtener mayor equidad para los colombianos. Con el fin de escuchar al mayor número de ciudadanos posibles, se establecieron tres mecanismos diferentes de participación. Por una parte, se crearon las Mesas Nacionales que, en el marco del PND, recibieron propuestas sobre las temáticas descritas, bajo el contexto general y nacional. Así pues, nuestro objetivo era conversar para avanzar. Como segundo escenario, se dio origen a las mesas regionales.


Esto, con el objetivo de contar con la participación de las personas de los departamentos y las regiones con mayor conflictividad social. Pero también, de poder resolver las inquietudes centradas en las vocaciones regionales.


Y, finalmente, un diálogo ciudadano a través de una plataforma virtual para que cualquier ciudadano pudiera intervenir en la Conversación desde cualquier lugar del territorio nacional. A partir del 13 de diciembre de 2019, se registraron 13.883 propuestas de colombianos de todas las edades quienes pudieron depositar sus inquietudes, aportes y cuestionamientos directamente en el sitio web habilitado, el cual registró más de 150 mil visitas. Con el fin de garantizar que las discusiones gozaran de todas las garantías necesarias, 27 especialistas (16 nacionales y 11 regionales) independientes al gobierno, fueron los encargados de moderar las mesas. Esto permitió tener imparcialidad y las condiciones necesarias para generar consensos1.





La Conversación Nacional dejó logros y pactos trascendentales para el desarrollo del país, pero muchos fueron eclipsados por la pandemia.


Un primer compromiso consistió en fortalecer el acceso de los jóvenes a mejores oportunidades de educación y empleo. Para ello, expedimos el Decreto 2365 de 2019 que facilitó la contratación de los jóvenes en el sector público, al asegurar para ellos el 10 % de los cargos nuevos, sin un mínimo de experiencia.


Así mismo, y en virtud de la Ley de Crecimiento Económico aprobada en el Congreso, establecimos que las empresas podrían deducir del Impuesto de Renta el 120 % de los gastos laborales por empleados menores de veintiocho años, para generar al menos sesenta mil nuevos empleos para este segmento de la población.


Por otra parte, aceleramos la reforma del Icetex para crear un plan de alivios económicos que beneficiarían a más de 120 mil estudiantes. También nos comprometimos con la elección de los Consejos de Juventud, que se realizaron en 2021, con la participación de más de un millón de jóvenes que eligieron a más de diez mil representantes.


La segunda obligación importante de la Conversación Nacional fue perseguir y castigar efectivamente a los corruptos. En desarrollo de esa consigna, el gobierno apoyó los proyectos de ley anticorrupción, como el de pliegos tipo, la obligatoriedad de la publicación de la declaración de bienes y rentas, el registro de conflictos de interés de altos servidores públicos y la prohibición de la casa por cárcel para corruptos.


El tercer compromiso fue aumentar la inversión social en las zonas afectadas por la violencia, y para ello aceleramos las obras en los 170 municipios con Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET). A finales de 2021 la inversión en estos municipios ya ascendía a más de 10 billones de pesos e iban 2.800 obras ejecutadas, beneficiando a cerca de siete millones de colombianos.


El cuarto compromiso fue proteger el medioambiente con la idea de producir-conservando y conservar-produciendo. Por eso el presidente Duque firmó el Acuerdo de Escazú y lo radicó para su ratificación por parte del Congreso de la República.


Al proceso de la Conversación Nacional le quedaron pendientes la sesión de clausura y las conclusiones porque el día que íbamos a hacerlo estalló en Colombia la pandemia del covid-19 con todos sus efectos. La agenda nos cambió por completo. De hecho, estábamos terminando la última Conversación Regional en Cúcuta, donde se esperaba al presidente, pero su participación fue cancelada porque debía estar al frente de la situación, ya que se había detectado el primer caso del virus en el país.


De igual manera, avanzábamos en el evento de clausura de la Conversación Nacional, que se realizaría con 500 personas en la sede de Compensar en Suba, al norte de Bogotá, donde los moderadores de las Mesas Nacionales entregarían los informes y las propuestas priorizadas por cada mesa. Pero faltando dos días tuvimos que cancelar porque la ciudadanía estaba asustada por la llegada del covid-19 y los padres de familia no sabían si debían enviar a sus hijos al colegio, y ya se empezaba a hablar de la necesidad de implementar las cuarentenas.


Pensamos que las prioridades del país habían cambiado y que debíamos dedicarnos de lleno a enfrentar la pandemia. La Conversación Nacional podía esperar unas cuantas semanas… o eso pensamos. No imaginamos que las cuarentenas durarían meses, que la salud y la economía se resentirían, y que millones de personas perderían sus trabajos. Visto en retrospectiva, pienso que fue un error no haber realizado esa sesión final de la Conversación Nacional, ni haber publicado o promocionado el informe final porque muchas propuestas se convirtieron en políticas durante el transcurso de la pandemia.


Entre diciembre de 2019 y enero de 2020 abrimos todos los puentes con los sindicatos. El presidente me delegó la coordinación de la Conversación Nacional y de inmediato propuse que debíamos traer a Angelino Garzón, embajador en Costa Rica, porque él los conoce y entiende. El diplomático vino unas semanas y ayudó en algunas cosas con sus antiguos compañeros en el sindicalismo, pero la situación seguía difícil.


Cuando los sindicatos llegaron a Palacio de Nariño dijeron que tenían trece solicitudes, pero eran muy generales y por eso les pedí que las profundizaran y precisaran. Así surgió una intensa discusión durante siete reuniones en las que les insistía en puntualizar el pliego, pero no lo hacían. Parecía que no les interesaba.


Una de esas grandes discusiones con los sindicatos giró en torno a ponerle nombre a lo que estábamos haciendo. Querían llamarla negociación, pero yo, con el apoyo del presidente, les dije que no podía ser una negociación sino un diálogo porque no se podía negociar con un solo sector de la sociedad. Menos cuando estábamos avanzando ya en la Conversación Nacional. Habíamos optado por el concepto de conversación, por el sentido filosófico del término, porque significa sentarse con otra persona con el fin de transformar algo.


Nosotros queríamos hablar con los sindicatos, conversar, transformar, pero en todo caso teníamos claro que ellos no representaban a todos los sectores, a todos los colombianos. No podíamos aceptar una negociación fragmentada como 
la proponían.


Después de insistir e insistir en la necesidad de precisar lo que proponían, los voceros sindicales entregaron un pliego con 135 puntos que tenían que ver con lo divino y lo humano. La última semana de diciembre de 2019 y la primera de enero 2020, prácticamente todo el gobierno analizó el documento de los sindicatos. Identificamos que el 65 % de las propuestas ya estaban en marcha en el marco del Plan Nacional de Desarrollo “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”; el 19 % eran inviables a nivel jurídico o fiscal; el 10 % correspondían a ideas que se podían concretar en el ejercicio amplio y democrático llevado a cabo con el Comité, así como con otros sectores; y el 6 % restante eran de competencia de las ramas Judicial o Legislativa. Sumadas, las iniciativas tenían un costo estimado en noventa billones de pesos. Pero también había propuestas que claramente excedían límites tolerables o líneas rojas, como se dice ahora, entre ellas negociar con el ELN o renunciar al uso del glifosato contra los cultivos ilícitos.


En resumen, nunca aceptamos el concepto ‘negociación’ y nunca nos planteamos levantarnos de la mesa. Voy a contar una anécdota significativa de lo que fue ese proceso. Estábamos reunidos en la sede de la Caja de Compensación Cafam y cuando fui al baño entraron los líderes del paro y se pusieron a hablar entre ellos sin percatarse de mi presencia: “Hoy finalmente les vamos a dar ese documento con las propuestas para que ese Molano deje de joder. Finalmente nos van a decir que no, pero lo que nos importa es que a esto lo llamemos negociación”.


Estaban dispuestos a sacrificar muchos de los puntos planteados, pero el concepto negociación era un triunfo político para ellos. Digamos que en el baño confirmaron cuál era su estrategia. Entendí que se sentían forzados y que para ellos bautizar el proceso con la palabra negociación era ya un asunto político, de honor. Pues no hubo negociación.


Además, muchas de sus actuaciones nos dejaban en claro que lo importante era lo político. Lo digo porque unos días llegaban ocho personas a la mesa y al día siguiente cuarenta; una semana después venían otros y había que volver a explicarles. No era muy serio ni considerado actuar de esa manera y tampoco tenían en cuenta que afuera los colombianos tenían mucha expectativa.


Y mientras nosotros hacíamos un gran esfuerzo por tener esa conversación con los sindicatos, otros sectores muy importantes le decían al presidente: “No, el gobierno no se puede sentar con esos tipos. No nos representan”.


Resultado del primer acto: sí había insatisfacción sobre varios temas esenciales y los jóvenes tenían muchas expectativas, pero en el fondo subyacía un trasfondo político-ideológico con el propósito de deslegitimar al gobierno y todo lo que se hacía desde él. Simultáneamente existía una estructura capaz de generar destrucción y violencia a toda hora. Esos sectores estaban organizados, sabían cómo actuar, qué sectores vulnerables atacar y, por eso, los mayores destrozos ocurrieron en Cali.


Mi conclusión es que no había objetivos reales de transformación. Tenían como excusa el abordaje de temas críticos en la agenda nacional. Unos voceros participaban en manifestaciones
pacíficas, pero otros aprovechaban para propiciar actos de violencia y destrozos. Doy otro ejemplo: el gobierno decidió acometer la agenda ambiental con temas muy sensibles, como el fracking y la transición energética, pero el común denominador era que los manifestantes y sus delegados asistieran más no participaran de las discusiones. El país no sabe eso. Llegábamos a las reuniones, ellos se quedaban afuera arengando, haciendo el show, y la noticia, claro, era que no había avance alguno. Les decíamos “Sigan, vengan, discutamos. Estamos de acuerdo con que tenemos que hacer una transición energética, pero la discusión no puede ser cómo llegamos ya, porque no se puede ya”. No podíamos cerrar Ecopetrol esa noche, y todo arreglado. Nunca recibimos una contrapropuesta. Nunca se pudo discutir nada en serio con ellos.


A partir de ese ejercicio impulsamos el legado que el gobierno quería dejarle al país en transición energética, como ya mencioné. Ellos, por ejemplo, prepararon a un niño muy brillante en asuntos ambientales y lo presentaron en los medios de comunicación al lado del ministro de Ambiente, Ricardo Lozano. Escuchamos al menor, quien planteó reflexiones extraordinarias, claro que sí, pero no era posible trabajar en la definición de políticas públicas solo con él porque otros muchos sectores de colombianos debían participar en ese crucial debate. Lo que quiero decir es que algunas personas detrás del Comité del Paro supieron instrumentalizar a las mujeres, a los niños, y se limitaron a hacer presentaciones muy impactantes. Son expertos en exhibicionismo.


En el fondo, a estas personas no les interesaba entrar en la discusión para construir. Hoy tengo la convicción de que su mayor propósito era político, ideológico y electoral.


Recuerdo varios audios que se conocieron en junio de 2021 en los que el presidente de Fecode, Nelson Alarcón, no ocultaba que el propósito del paro y de las movilizaciones contra el gobierno era fortalecerse políticamente con miras a las elecciones de 2022. Uno era el discurso de las reivindicaciones que manejaban en los medios con fines políticos, y otro el que asumían en las discusiones con el gobierno. Tiempo después, Alarcón manifestó su intención de lanzarse a buscar una curul en el Congreso, pero lo cierto es que las grabaciones dejaron en evidencia sus propósitos reales.


En este primer acto, entonces, la estrategia de la oposición tuvo dos variantes: de un lado, canalizar una agenda de descontento social, agitar a los sectores más inconformes, y de otro lado actuar con violencia extrema. De todo esto aprendimos que, en las movilizaciones de noviembre de 2021, el gobierno dejó que la agenda la manejaran ellos y ante los ataques o las noticias falsas reaccionábamos diciendo “Eso no es cierto… No es verdad que haya reforma pensional… No es cierto… No es cierto”.


El gobierno aprendió la lección y se empezó a mover de una manera más proactiva en los temas sensibles de la agenda nacional. Por ejemplo: abrimos una amplia oferta de empleo y de educación, dos de los temas más sensibles de las peticiones. Así, asumimos la vanguardia a través de la oferta puntual y logramos llegar a mucha gente de manera concreta.


¿Qué buscaban? La primera conclusión es que pretendían desestabilizar al gobierno, identificar temas que les dolieran a muchos ciudadanos y promover manifestaciones. Al mismo tiempo, mover un aparato instrumentalizado que generara vandalismo para destruir y producir caos, sensación de desgobierno. Son mezclas combinadas y, al tiempo, independientes. Quiero explicar esto: en este contexto intervinieron actores diversos. 
Por eso digo que son mezclas, pero muchos de esos actores, 
sobre todo los violentos, actúan de manera autónoma. Un 
aspecto muy importante de esta mezcla es su gran capacidad
para controlar y operar redes sociales, desde donde despliegan campañas de propaganda basadas en mentiras con las famosas fake news.


A nosotros nos aplicaron con efectividad esa estrategia desde las redes sociales. Hoy lo tenemos claro. Voy a dar algunos ejemplos de lo que hicieron en Cali y Bogotá para generar caos y sensación de insatisfacción, de inseguridad, como si no hubiera autoridad, que es donde ellos ganan.


Los colombianos deben recordar que esa noche de noviembre de 2019 hicieron correr la versión de que en Cali un grupo de vándalos estaba invadiendo conjuntos residenciales. Con videos virales y cadenas de WhatsApp invitaban a armarse para responder la agresión. Efectivamente, en muchos lugares los ciudadanos se armaron de palos, escobas y hasta traperos para enfrentar la horda que, según los mensajes de las redes, estaba entrando a robar los apartamentos. La noche siguiente repitieron la misma película en Bogotá. Rodaban videos y audios con expresiones de apremio como: “Nos están atacando, nos están atacando”, y se popularizó el “Se están entrando al edificio, auxilio”.


Tengo muchos amigos en diferentes barrios de Bogotá y empecé a recibir mensajes en los que me decían que tenían miedo porque se iban a meter a sus viviendas. Entonces yo, que conozco la ciudad, me puse a pensar: ¿cómo es posible que se estén entrando a todos esos conjuntos en más de cien barrios a la vez? Eso no es posible, me repetía. No había lógica para que eso fuese cierto, pero generó una dañina percepción de caos, de que no había autoridad. Incluso, una de mis asesoras en ese entonces alcanzó a escribir un mensaje por el chat del equipo asegurando que personas extrañas estaban entrando al conjunto residencial donde vivía, conformado por varias torres, y que se estaba armando con una escoba para participar en la defensa de su unidad. “Están entrando, envíen ayuda…”, escribió en el chat y de inmediato dejó de responder llamadas y mensajes míos y de los demás integrantes de mi equipo de trabajo. Varios minutos después volvió a aparecer y confesó avergonzada que no había tales saqueadores, sino que los que se iban a meter eran vecinos de la unidad de al lado que, armados también con escobas, estaban tocando en las puertas de todas las unidades para alertar a los vecinos y organizar la defensa.


En Cali y Bogotá, el fenómeno tuvo las mismas características. Al examinar los patrones de comportamiento era evidente la existencia de círculos concéntricos, que consisten en difundir versiones de alarma por medio de llamadas y grupos de WhatsApp, algo así como un ataque cibernético sistemático coordinado. Hubo sistemas de coordinación que enviaban los mensajes de WhatsApp y luego pasaban y golpeaban puertas para generar la sensación de caos. Eran círculos que se movían por cada ciudad.


El resultado es que en efecto lograron generar pánico colectivo en dos de las ciudades más grandes del país como son Bogotá y Cali. Pero, además de ello culpaban de semejante situación al gobierno y a la Policía. Rodaban videos en que involucraban a uniformados que supuestamente llevaban ciudadanos venezolanos para que se entraran en los conjuntos.


Al día siguiente circuló en las redes una ridícula teoría conspirativa según la cual el gobierno y la Policía habían maquinado el supuesto ataque a los conjuntos residenciales para que la gente dejara de centrar su atención en las manifestaciones. Y ojo con esto: el objetivo de deslegitimación con los hechos del 21 de noviembre de 2019 no fue la Policía. Era la Presidencia de la República. Todo era contra el presidente, querían desacreditarlo a cualquier precio. Hubo manifestantes que incluso llegaron hasta el conjunto residencial donde vivía el presidente Duque. Los cacerolazos fueron contra él.


Otra situación derivada de ese día y que debo destacar tiene que ver con los alcaldes. En Cali, el alcalde Maurice Hermitage claramente no tenía mucho interés en controlar la situación. Los vándalos salieron, destruyeron el transporte masivo, y con ello se envió el mensaje de que no había autoridad. La gravedad de los hechos forzó al mandatario a decretar el toque de queda, pero la verdad es que no funcionó muy bien.


En Bogotá, los ataques en Suba, Bosa, Usme y Ciudad Bolívar fueron muy fuertes, pero en esta ciudad sí fue efectivo el toque de queda. Nosotros discutíamos y sabíamos que esa medida restrictiva tenía que enviar un mensaje de autoridad, y lo logramos. El entonces alcalde, Enrique Peñalosa y su secretario de seguridad, fueron claves porque colaboraron en forma decidida.


El balance final es que los organizadores de la treta se dieron cuenta de que no les funcionó. Generaron caos y zozobra, sí, pero no lograron ningún nivel de desestabilización. Hubo una respuesta institucional muy sólida, y nunca el presidente estuvo en riesgo.


Segundo acto


En 2020 las calles se mantuvieron tranquilas; por un lado, los ciudadanos veían que el gobierno tenía voluntad de resolver problemas históricos y, por otro, la pandemia cambió la dinámica de vida de todos.


Pero esta calma solo presagiaba la tormenta que luego vendría. Como no les funcionó el primer acto y no lograron deslegitimar el gobierno democráticamente elegido, buscaron debilitarlo y esperaron la oportunidad para hacerlo.


Este segundo acto comenzó el 9 de septiembre de 2020, en plena pandemia del covid-19. Desde marzo habían intentado salir a las calles, pero no pudieron. Muchos colombianos estaban
sintiendo el impacto de la crisis sanitaria con la pérdida de sus empleos, rebaja en sus ingresos y pérdida de familiares, entre otras. Era un momento de gran preocupación, debo admitirlo.


Había insatisfacción en la gente, que llevaba varios meses de encierro, pero imagino que los del Comité del Paro debían estar aburridos porque no les habían funcionado las convocatorias y se sabía que Gustavo Petro estaba buscando un espacio para hacerse más visible, ya que durante esos seis meses la popularidad del presidente Duque había subido por el buen manejo que el gobierno le había dado a la pandemia. El programa de televisión Prevención y Acción le había dado una gran capacidad de interlocución al presidente con los ciudadanos y ello le quitó espacio a la oposición.


Pero esas fuerzas oscuras buscaban una excusa que alborotara a la gente y la sacara a la calle a protestar, destruir y generar caos. En el gobierno teníamos información clara de lo que estaba sucediendo y ya aparecía el ELN como el primer sospechoso de estar detrás de algo que se estaba cocinando.


Ahora buscaban otro objetivo distinto al propio jefe de Estado, pero sí querían dar un golpe a una institución para deslegitimar a la cabeza del gobierno. Así, vino el ataque del 9 de septiembre de 2020, planificado para encontrar una excusa que les permitiera atacar a la Policía.


La estrategia es de manual: se busca una víctima o un caso que se pueda explotar emocionalmente para atacar al gobierno y a las instituciones. Y lo encontraron. Utilizaron el episodio lamentable y repudiable de la muerte del estudiante universitario Javier Ordóñez. Fue un caso de homicidio atribuido a un grupo de policías en el CAI de Villa Luz, al noroccidente de Bogotá. En la noche del 8 de septiembre de 2020, él se encontraba en su apartamento departiendo con amigos, cuando salió a la vía pública a comprar licor. En ese momento los uniformados lo requirieron para una requisa y le solicitaron los documentos, pero se produjo un altercado en el que los policías hicieron uso de la pistola Taser y lo sometieron con violencia hasta que le segaron la vida. Por este caso, en abril de 2021 la justicia condenó a veinte años de cárcel al patrullero Juan Camilo Lloreda y le impuso una multa de 1.500 salarios mínimos.
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